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Medellín, veinticuatro (24) de junio de dos mil veintidós (2022) 

Proceso  ACCIÓN POPULAR  

Radicado  05001 31 03 015 2018 00500 01 

Accionante  BERNARDO ABEL HOYOS MARTÍNEZ 

Accionado  BBI COLOMBIA S.A.S. 

Juzgado Origen QUINCE CIVIL CIRCUITO MEDELLÍN 

  
Encontrándose el presente asunto para decidir la apelación contra la 
sentencia del 22 de abril de 2022, se advierte que no es posible emitir 
decisión de fondo por evidenciarse causal de nulidad insanable que es 
preciso decretar de oficio, de acuerdo con el numeral 8 del artículo 133 del 
Código General del Proceso. 
 

1. ANTECEDENTES. 
 

En ejercicio de la acción popular, el actor denunció que el establecimiento 
de comercio ubicado en la calle 44 No 51-58 de Medellín de propiedad de 
la sociedad demandada, no cuenta con servicios sanitarios para todas las 
personas, lo que afecta a la población discapacitada por violación de las 
limitaciones y condiciones de las normas vigentes, considerando que ello 
vulnera los derechos colectivos. 
 
Mediante proveído del 3 de diciembre de 2018 se admitió la demanda, se 
ordenó la notificación a la parte accionada, Ministerio Público, Municipio 
de Medellín y Defensoría del Pueblo1 y, por auto del 27 de noviembre de 
2020 se dispuso la vinculación de Juan Guillermo Giraldo, como 
propietario actual del inmueble en donde funciona el establecimiento de 
comercio; una vez integrado el contradictorio, se profirió decisión que 
puso fin a la instancia el 22 de abril de la anualidad, en la cual se estimaron 
las pretensiones de la acción popular y se ordenó a la sociedad accionada 
que, en un término no superior a dos meses, realizara las adecuaciones en 
el local comercial respecto de los servicios sanitarios para la comunidad y 
personas con discapacidad reducida. 
 
Posteriormente, mediante auto del 18 de mayo de 2022 se concedió el 
recurso de apelación y se ordenó remitir a esta Corporación para lo 
pertinente. 
 

2. CONSIDERACIONES. 
 
Las nulidades procesales han sido definidas por la doctrina y la 
jurisprudencia como la sanción que ocasiona la ineficacia del acto a 
consecuencia de yerros en que se incurre en un proceso. 

                                        
1 Ibid. pág. 6 
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El legislador incluyó varias causales generadoras de vicios con entidad 
suficiente para que sea declarada la nulidad procesal, todo con miras a 
permitir que las actuaciones judiciales se desarrollen y mantengan dentro 
del cauce que es debido, causales que se encuentran taxativamente 
consagradas en el artículo 133 del Código General del Proceso y cuyo 
numeral 8 prevé: 

 
“El proceso es nulo, en todo o en parte, solamente en los siguientes 
casos:  
 
(…) 8. Cuando no se practica en legal forma la notificación del auto 
admisorio de la demanda a personas determinadas, o el 
emplazamiento de las demás personas aunque sean 
indeterminadas, que deban ser citadas como partes, o de aquellas 
que deban suceder en el proceso a cualquiera de las partes, cuando 
la ley así lo ordena, o no se cita en debida forma al Ministerio 
Público o a cualquier otra persona o entidad que de acuerdo con la 
ley debió ser citado.” 

  
El ré gimén dé nulidades no está expresamente contemplado en la Ley 
472 de 1998, no obstante, en virtud del principio de integración 
normativa2, lo reglado el CGP tiene aplicación en las acciones populares. 
 
En el presente asunto es claro que las instalaciones del local ubicado en la 
calle 44 No 51 – 58 de esta ciudad pertenecen a una propiedad horizontal, 
particularmente hacen parte del Edificio Cisneros, según consta en el 
certificado de libertad y tradición que reposa en el expediente3. 
 
De conformidad con lo previsto en los artículos 44 y 47 de la Ley 361 de 
1997 y el numeral 7 del literal c) del artículo 9 del Decreto 1538 de 2005, 
en las edificaciones abiertas al público de propiedad de particulares, se 
deben realizar las adecuaciones correspondientes, adaptando los espacios 
públicos, edificios, servicios e instalaciones, eliminando barreras físicas y 
de accesibilidad a las personas con discapacidad, lo que incluye contar por 
lo menos con un servicio sanitario accesible, derivándose del marco 
normativo en cita la necesidad de integrar el contradictorio con la 
propiedad horizontal donde se encuentra instalado el establecimiento de 
comercio objeto de controversia, pues según lo dispone el artículo 4 de la 
Ley 472 de 1998, la acción debe dirigirse contra quien amenace o viole el 

                                        
2 De conformidad con este principio consagrado en el artículo 44 de la Ley 472 de 1998, los aspectos no 
previstos en dicha Ley, se aplicarán las disposiciones del Código de Procedimiento Civil y del Código 
Contencioso Administrativo según la jurisdicción a la que corresponda, siempre y cuando los mismos no se 
opongan a la naturaleza y finalidad de las acciones populares. 
3 Ibid. págs. 89-94 
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derecho colectivo, correspondiendo al juez determinar quién es el 
responsable de la transgresión.  
 
El artículo 52 de la Ley 361 de 1997 establece que sus disposiciones son 
de obligatorio cumplimiento para las “edificaciones e instalaciones abiertas 
al público de propiedad particular”, de tal obligación jurídica se desprende 
la necesidad de vincular a la propiedad horizontal donde se ubica el 
establecimiento de comercio para decidir de mérito frente a la denuncia 
de ausencia de servicio sanitario accesible en el establecimiento, más aún, 
cuando debe determinarse supuestos fácticos como las condiciones 
estructurales de la edificación para definir si cuenta con servicios 
sanitarios abiertos al público a los que puedan acceder los clientes del 
establecimiento de comercio de propiedad de la sociedad demandada y si 
tales servicios sanitarios satisfacen las disposiciones de ley frente a las 
personas en situación de discapacidad o movilidad reducida. 
 
Circunstancias que corresponderá determinar al fallador haciendo uso del 
deber establecido en el artículo 30 de la Ley 472 de 1998 que dispone que, 
aunque en principio la carga de la prueba le corresponde al demandante 
cuando la misma no puede ser atendida por razones técnicas, le 
corréspondé al juéz éxpédir las órdénés téndiéntés a “obtener los 
elementos probatorios indispensables para proferir un fallo de mérito” 
(se destaca). 
 
En suma, al pertenecer a una propiedad horizontal el establecimiento de 
comercio que se pretende modificar con el implemento de servicio 
sanitario accesible, era indispensable la vinculación de la copropiedad al 
litigio, pues cualquier decisión que se tomara dentro de éste podía 
perjudicarlo o beneficiarlo, circunstancia que se omitió tener en cuenta en 
el trámite surtido en la primera instancia. Es entonces deber del 
funcionario de primer grado desplegar las actuaciones tendientes a la 
notificación y vinculación efectiva del Edificio Cisneros. 
                     
En ese orden de ideas, con la finalidad de superar la irregularidad 
advertida se impone la declaratoria de nulidad de la actuación a partir del 
proveído de fecha 3 de diciembre de 2018, inclusive. Sin embargo, las 
pruebas practicadas, la vinculación de la sociedad demandada y del señor 
Juan Guillermo Giraldo conservará su validez y tendrá eficacia respecto a 
quienes tuvieron la oportunidad de contradecirla.   
 
Atendiendo las anteriores consideraciones, el TRIBUNAL SUPERIOR DE 
MEDELLÍN SALA UNITARIA DE DECISIÓN CIVIL,  
 

3. RESUELVE. 
 



       
SALA UNITARIA DE DECISIÓN CIVIL 

Ponente: Sergio Raúl Cardoso González 
Rad. 05001 31 03 015 2018 00500 01 

 

“Al servicio de la justicia y de la paz social” 
 

 
TSMAUTONULIDADACCIÓNPOPULARV012022       Página 4 de 4 

PRIMERO: DECLARAR la NULIDAD dé lo actuado désdé él auto dél 3 de 
diciembre de 2018, por él cual sé admitio  la accio n popular y ORDENAR al 
juzgado dé origén qué réhaga la actuacio n, dé acuérdo a lo éxpuésto én la 
parté motiva dé ésta providéncia. 
 
SEGUNDO: DEVOLVER el expediente al Juzgado de origen para que se 
surtan las actuaciones pertinentes. 

 
NOTIFÍQUESE 

 
 
 

SERGIO RAÚL CARDOSO GONZÁLEZ 
Magistrado 


